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ACUERDO Nro. MCYP-MCYP-2021-0047-A  
 

SR. LCDO. JULIO FERNANDO BUENO ARÉVALO 
MINISTRO DE CULTURA Y PATRIMONIO 

 

CONSIDERANDO:

Que el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República, establece: “Se reconoce y garantizará a

las personas: (...). 13. El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria. (...).”; 
  
Que el artículo 96 de la Constitución de la República, establece: “Se reconocen todas las formas de

organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular para desarrollar procesos de

autodeterminación e incidir en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de

gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos. Las

organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus formas de

expresión; deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes y la rendición de 

cuentas.”; 
  
Que el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República, establece: “A las ministras y ministros de

Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las

políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su

gestión. (…).”; 
  
Que el artículo 226 de la Constitución de la República, establece: “Las instituciones del Estado, sus

organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una

potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y

la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución.”; 
  
Que el artículo 227 de la Constitución de la República, establece: “La administración pública constituye un

servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía,

desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación.”; 
  
Que el artículo 377 de la Constitución de la República, establece: “El sistema nacional de cultura tiene como

finalidad fortalecer la identidad nacional; proteger y promover la diversidad de las expresiones culturales;

incentivar la libre creación artística y la producción, difusión, distribución y disfrute de bienes y servicios

culturales; y salvaguardar la memoria social y el patrimonio cultural. Se garantiza el ejercicio pleno de los

derechos culturales.”; 
  
Que el artículo 30 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Las organizaciones sociales.- Se

reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular que

contribuyan a la defensa de los derechos individuales y colectivos, la gestión y resolución de problemas y

conflictos, al fomento de la solidaridad, la construcción de la democracia y la búsqueda del buen vivir; que

incidan en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de gobierno, así como,

de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos. Las organizaciones podrán

articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus formas de expresión. Las diversas

dinámicas asociativas y organizativas deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus

dirigentes, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos establecidos en la Constitución y la ley, (...).”; 
  
Que el artículo 31 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Promoción de las organizaciones

sociales.- El Estado garantiza el derecho a la libre asociación, así como, a sus formas de expresión; y, genera

mecanismos que promuevan la capacidad de organización y el fortalecimiento de las organizaciones 

existentes.”; 
  
Que el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Legalización y registro de las

organizaciones sociales.- Las organizaciones sociales que desearen tener personalidad jurídica, deberán

tramitarla en las diferentes instancias públicas que correspondan a su ámbito de acción, y actualizarán sus

datos conforme a sus estatutos. El registro de las organizaciones sociales se hará bajo el respeto a los

principios de libre asociación y autodeterminación. (...).”; 
  
Que el artículo 23 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “Del Sistema Nacional de Cultura. Comprende el
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conjunto coordinado y correlacionado de normas, políticas, instrumentos, procesos, instituciones, entidades,

organizaciones, colectivos e individuos que participan en actividades culturales, creativas, artísticas y

patrimoniales para fortalecer la identidad nacional, la formación, protección y promoción de la diversidad de

las expresiones culturales, incentivar la libre creación artística y la producción, difusión, distribución y disfrute

de bienes y servicios artísticos y culturales y, salvaguardar la memoria social y el patrimonio cultural para

garantizar el ejercicio pleno de los derechos culturales.”; 
  
Que el artículo 25 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “De la rectoría del Sistema Nacional de Cultura.

Le corresponde al Ministerio de Cultura y Patrimonio ejercer la rectoría del Sistema Nacional de Cultura. La

rectoría comprende la formulación, ejecución, monitoreo y evaluación de las políticas públicas, planes,

programas y proyectos, así como la elaboración y ejecución presupuestaria, que serán aplicados bajo los

criterios de descentralización y desconcentración política y administrativa, acción afirmativa y demás

preceptos establecidos en la Constitución de la República, en esta Ley y en otras normas relacionadas. El

Ministerio de Cultura y Patrimonio regulará a las entidades, organismos e instituciones que integran el Sistema

Nacional de Cultura, en el ámbito de sus competencias.”; 
  
Que el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Representación legal de las

administraciones públicas. La máxima autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública ejerce su

representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia.

Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad superior, salvo en los

casos expresamente previstos en la ley.”; 
  
Que el artículo 65 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Competencia. La competencia es la medida

en la que la Constitución y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón de la materia,

el territorio, el tiempo y el grado.”; 
  
Que el artículo 567 del Código Civil, establece: “Las ordenanzas o estatutos de las corporaciones, que fueren

formados por ellas mismas, serán sometidos a la aprobación del Presidente de la República, que se la

concederá si no tuvieren nada contrario al orden público, a las leyes o a las buenas costumbres.”; 
  
Que el artículo 7 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales,
establece: “Deberes de las instituciones competentes para otorgar personalidad jurídica.- Para otorgar

personalidad jurídica a las organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo requieran, las

instituciones competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas, observarán que los actos

relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de estatutos, disolución, liquidación,

registro y demás actos que tengan relación con la vida jurídica de las organizaciones sociales, se ajusten a las

disposiciones constitucionales, legales y al presente Reglamento.”; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 1225 de 22 de enero de 2021, se designa al licenciado Julio Fernando
Bueno Arévalo como Ministro de Cultura y Patrimonio; 
  
Que mediante comunicación recibida el 30 de marzo de 2021 (trámite Nro. MCYP-DGA-2021-0553-EXT), el
señor Víctor Monserrate Zambrano Basurto, debidamente autorizado por la “Corporación Cultural Tranca pa´ la
Puya”, solicita a esta Cartera de Estado la aprobación del estatuto y reconocimiento de la personalidad jurídica
de la organización social en formación antes citada; 
  
Que mediante Memorando Nro. MCYP-CGJ-2021-0311-M de 19 de abril de 2021, la Coordinación General
Jurídica emite el informe motivado, que da cuenta del cumplimiento de los requisitos exigidos en el
ordenamiento jurídico vigente, recomendando la expedición del Acuerdo Ministerial para el otorgamiento de la
personalidad jurídica a favor de la “Corporación Cultural Tranca pa´ la Puya”; 
  
Que de conformidad al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional del Ministerio de Cultura y Patrimonio, al
Ministro le corresponde suscribir los actos administrativos que se requieran para el cumplimiento de los
objetivos institucionales en el marco de su competencia; 
  
En ejercicio de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias.

ACUERDA:

Art. 1.- Aprobar el estatuto y otorgar personalidad jurídica a la “Corporación Cultural Tranca pa´ la Puya”,
domiciliada en el cantón Bolívar de la provincia de Manabí. La nómina de miembros fundadores de la
organización social en mención, queda registrada de la siguiente manera:
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Nombre Nacionalidad Nro. de documento de identidad 
Loor Loor Jefferson Fernando ecuatoriana 1314946680 
Loor Zambrano Jorge Fernando ecuatoriana 1309561528 
Moreira Álava Ángel Yoel ecuatoriana 1316331212 
Zambrano Basurto Víctor Monserrate ecuatoriana 1302169519 
Zambrano Mejía Yimy Humberto ecuatoriana 1308802840 
Zambrano Zambrano Miriam Faviola ecuatoriana 1309041554 
Zambrano Zambrano Miriam Vianeth ecuatoriana 1313225896 
Zambrano Zambrano Víctor Manuel ecuatoriana 1309672689 

Art. 2.- Ordenar a la organización social descrita en el artículo 1, que en el plazo máximo de treinta (30) días
remita mediante oficio dirigido a esta Cartera de Estado, la documentación exigida en el Reglamento para el
Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales, que dé cuenta de la elección de su 
directiva. 
  
Art. 3.- Disponer a la organización social descrita en el artículo 1, el cumplimiento irrestricto de su estatuto, del
Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; y, en general, de las
disposiciones legales aplicables y directrices emitidas por el Ministerio de Cultura y Patrimonio. 
  
La organización social estará sujeta a los controles de funcionamiento, de utilización de recursos públicos, de
orden tributario, patronal, aduanero, y otros, determinados en las leyes específicas sobre la materia, a cargo de
las entidades competentes. De igual manera, estará sujeta al seguimiento de la consecución de su objeto social, a
cargo del Ministerio de Cultura y Patrimonio. 
  
Art. 4.- Encargar la ejecución del presente instrumento legal a la Coordinación General Jurídica. 
  
Art. 5.- Este Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación
en el Registro Oficial.

Dado en Quito, D.M., a los 21 día(s) del mes de Abril de dos mil veintiuno.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. LCDO. JULIO FERNANDO BUENO ARÉVALO 
MINISTRO DE CULTURA Y PATRIMONIO 
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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2021-0028-A  
 

SR. ABG. EDGAR RAMIRO FRAGA REVELO 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES, PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
Que,     el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de
creencia, así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual y
colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y
la observancia"; 
  
Que,     el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los
Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y
lingüística de las minorías dentro de los territorios respectivos y fomentarán condiciones
para la promoción de esa identidad."; 
  
Que,     en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se
reconoce y garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en
privado, su religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las
restricciones que impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica
religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes no profesan religión alguna, y
favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia; 
  
Que,     en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del
Ecuador, se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en

forma libre y voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y

privados de calidad, con eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información

adecuada y veraz sobre su contenido y características”; 
  
Que,     el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador,
dispone a las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en
la ley, “(…) 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir

los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que,     el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente

las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán

el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce

y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que,     el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización,
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coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación; 
  
Que,     el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás

organizaciones religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se

establecieren en el país, para ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, enviarán

al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga a su cargo el Gobierno y

administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de acuerdo con

dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto se determinará

el personal que constituya el mencionado organismo, la forma de elección y renovación

del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
  
Que,     el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá

que el Estatuto a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se

inscriba en la Oficina de Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que

estuvieren situados los bienes de cuya administración se trate. Esta inscripción se hará

en un libro especial que se denominará "Registro de las Organizaciones Religiosas",

dentro de los ocho días de recibida la orden Ministerial”; 
  
Que,     el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo
previsto en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547,
de 23 de julio de 1937, y especialmente lo señalado para las entidades católicas por el
artículo quinto del Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno
expedirá el Acuerdo respectivo, para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el
Registro Especial de los Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el
Registro Oficial; y, el artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo
anterior ha de precisar el sistema de la organización de su gobierno y administración de 
bienes; 
  
Que,     los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos, publicado en Registro
Oficial Nro. 365 de 20 de enero de 2000, establecen los requisitos para la aprobación de
la personalidad jurídica y expedición de los Acuerdos Ministeriales de organizaciones 
religiosas; 
  
Que,     el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro
encontrara que el estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral
pública, a la seguridad del Estado o al derecho de otras personas o instituciones, lo
notificará a los interesados para que, si lo desearen, efectúen las reformas del caso o
justifiquen su posición, pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el
Ministro lo rechazará; 
  
Que,     el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son
competentes para el despacho de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin
necesidad de autorización alguna del Presidente de la República, salvo los casos
expresamente señalados en leyes especiales. Los Ministros de Estado, dentro de la esfera
de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y deberes al funcionario inferior
jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en comisión de servicios al
exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las delegaciones que
concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio
de las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos
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tenga el funcionario delegado. Las delegaciones ministeriales a las que se refiere este
artículo serán otorgadas por los Ministros de Estado mediante acuerdo ministerial, el
mismo que será puesto en conocimiento del Secretario General de la Administración
Pública y publicado en el Registro Oficial; 
  
Que      el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas
entidades y autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán
delegables en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se
encuentren prohibidas por la Ley o por Decreto; 
  
Que,     con Decreto Ejecutivo Nro. 560, de 14 de noviembre de 2018, publicado en el
Registro Oficial Suplemento 387, de 13 de diciembre de 2018, el Señor Presidente de la
República, transformó el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la
Secretaría de Derechos Humanos; determinando en su artículo 7, que la competencia de

cultos, libertad de religión, creencia y conciencia pasará a integrarse a la competencia

sobre organizaciones sociales de la Secretaría Nacional de Gestión de la Política; 
  
Que,     mediante Decreto Ejecutivo Nro. 718 de 11 de abril de 2019, el Señor Presidente
de la República, suprimió la Secretaría Nacional de Gestión de la Política y en el artículo
3 dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos, asume las competencias de
plurinacionalidad e interculturalidad participación ciudadana y movimientos,
organizaciones y actores sociales; 
  
Que,     con Decreto Ejecutivo No. 818 de 3 de julio de 2019, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Mgs. Cecilia del Consuelo Chacón Castillo,
como Secretaria de  Derechos Humanos; 
  
Que,     mediante Resolución Nro. SDH-SDH-2019-0019-R de 19 de septiembre de 2019,

la Mgs. Cecilia Chacón Castillo, Secretaria de Derechos Humanos, delegó al Señor

Director de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones Religiosas, la

suscripción de acuerdos y/o resoluciones y demás actos administrativos que sean

necesarios para los trámites de aprobación de personalidad jurídica de organizaciones

sin fines de lucro, relacionadas con la materia de Nacionalidades, Pueblos y

Organizaciones Religiosas; así como, para la reforma y codificación de estatutos,

disolución y liquidación, cuyo ámbito de acción corresponde a las competencias

trasferidas a la Secretaría de Derechos Humanos, exceptuando los trámites delegados al

Coordinador/a General de Asesoría Jurídica, mediante Resolución Nro.

SDH-2019-0014-R de 14 de agosto de 2019, actualmente, el/la Responsable de la

Gestión Jurídica, según Resolución Nro. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 
2020; 
  
Que,     mediante acción de personal Nro. 00894-A de 23 de agosto de 2019, se designó a

Edgar Ramiro Fraga Revelo, como Director de Registro Único de Organizaciones

Sociales, Civiles y Regulación de Religión, Cultos, Creencia y Conciencia, denominación

que fue modificada mediante acción de personal Nro. 00903-C de 06 de septiembre de

2019, por lo que, actualmente, consta como Director de Nacionalidades, Pueblos y

Organizaciones Religiosas; 
  
Que,     mediante comunicación ingresada en el extinto Ministerio de Justicia, Derechos

3/5
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Martes 4 de mayo de 2021Registro Oficial - Segundo Suplemento Nº 444

9 

Humanos y Cultos, con trámite Nro. MJDHC-CGAF-DSG-2018-4074-E de fecha 18 de
abril de 2018, el/la señor/a Jhonny Geovanny Mera Briones, en calidad de
Representante/a Provisional de la organización en formación denominada IGLESIA
EVANGÉLICA CRISTIANA PENTECOSTÉS LEVÁNTATE PUEBLO QUE YA
VIENE TU REY (Expediente XA-946), solicitó la aprobación del Estatuto y
otorgamiento de la personería jurídica de la citada organización, para lo cual remitió la
documentación pertinente; 
  
Que,     mediante comunicación ingresada en esta Cartera de Estado, con trámite Nro.
SDH-CGAF-2021-0070-E de fecha 12 de enero de 2021, la referida Organización da
cumplimiento a las observaciones formuladas, previó a la obtención de la personería 
jurídica; 
  
Que,     mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2021-0068-M, de fecha
04 de febrero de 2021, la Analista designada  para el trámite, recomendó la aprobación
del Estatuto y el reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización
religiosa en formación, por cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones
exigidas en la Ley de Cultos y su Reglamento de Cultos Religiosos; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en los numerales 8 y 13 del
artículo 66 y numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador;
el artículo 1 de la Ley de Cultos; los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos;
los artículos 17 y 55 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función
Ejecutiva (ERJAFE); y, al artículo 1 de la Resolución Nro. SDH-SDH-2019-0019-R de 19

de septiembre de 2019. 
  

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la organización
religiosa denominada IGLESIA EVANGÉLICA CRISTIANA PENTECOSTÉS
LEVÁNTATE PUEBLO QUE YA VIENE TU REY, con domicilio en la ciudadela
Los Cerezos, calles Autopista Manabí Guillem y Guido Álava, parroquia Andrés de Vera,
cantón Portoviejo, provincia de Manabí, como organización religiosa, de derecho
privado, sin fines de lucro. 
  
Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro
de su vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la
República del Ecuador, la Ley de Cultos; el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto
y demás normativa aplicable. 
  
Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 
  
Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de
Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción en el
Registro de la Propiedad del cantón Portoviejo, provincia de Manabí. 
  
Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, que ponga en conocimiento de la
Secretaría de Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de
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su directiva o del gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante
legal, a efectos de verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su
inscripción en el Registro correspondiente. 
  
Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General
conforme su Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días,
contados a partir de la presente fecha y poner en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, para el trámite respectivo. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar
la cancelación del registro de la referida organización religiosa y de oficio proceder con
su disolución y liquidación, de comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se
evidencien hechos que constituyan violaciones graves al ordenamiento jurídico. 
  
Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el
cual deberá reposar en el Archivo de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de
Derechos Humanos, cumpliendo condiciones técnicas de organización, seguridad y 
conservación. 
  
Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un
ejemplar del presente Acuerdo. 
  
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
Por delegación de la Secretaria de Derechos Humanos, suscribo. 
 
Dado en Quito, D.M., a los 05 día(s) del mes de Febrero de dos mil veintiuno.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. ABG. EDGAR RAMIRO FRAGA REVELO 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES, PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2021-0029-A  
 

SR. ABG. EDGAR RAMIRO FRAGA REVELO 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES, PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
Que,     el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de
creencia, así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual y
colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y
la observancia"; 
  
Que,     el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los
Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y
lingüística de las minorías dentro de los territorios respectivos y fomentarán condiciones
para la promoción de esa identidad."; 
  
Que,     en numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se
reconoce y garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en
privado, su religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las
restricciones que impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica
religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes no profesan religión alguna, y
favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia; 
  
Que,     en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del
Ecuador, se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en

forma libre y voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y

privados de calidad, con eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información

adecuada y veraz sobre su contenido y características”; 
  
Que,     el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador,
dispone a las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en
la ley, “(…) 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir

los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que,     el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente

las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán

el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce

y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que,     el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización,
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coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación; 
  
Que,     el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás

organizaciones religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se

establecieren en el país, para ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, enviarán

al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo que tenga a su cargo el Gobierno y

administración de sus bienes, así como el nombre de la persona que, de acuerdo con

dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. En el referido Estatuto se determinará

el personal que constituya el mencionado organismo, la forma de elección y renovación

del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
  
Que,     el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá

que el Estatuto a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se

inscriba en la Oficina de Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que

estuvieren situados los bienes de cuya administración se trate. Esta inscripción se hará

en un libro especial que se denominará "Registro de las Organizaciones Religiosas",

dentro de los ocho días de recibida la orden Ministerial”; 
  
Que,     el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo
previsto en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547,
de 23 de julio de 1937, y especialmente lo señalado para las entidades católicas por el
artículo quinto del Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno
expedirá el Acuerdo respectivo, para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el
Registro Especial de los Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el
Registro Oficial; y, el artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo
anterior ha de precisar el sistema de la organización de su gobierno y administración de 
bienes; 
  
Que,     los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos, publicado en Registro
Oficial Nro. 365 de 20 de enero de 2000, establecen los requisitos para la aprobación de
la personalidad jurídica y expedición de los Acuerdos Ministeriales de organizaciones 
religiosas; 
  
Que,     el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro
encontrara que el estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral
pública, a la seguridad del Estado o al derecho de otras personas o instituciones, lo
notificará a los interesados para que, si lo desearen, efectúen las reformas del caso o
justifiquen su posición, pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el
Ministro lo rechazará; 
  
Que,     el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son
competentes para el despacho de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin
necesidad de autorización alguna del Presidente de la República, salvo los casos
expresamente señalados en leyes especiales. Los Ministros de Estado, dentro de la esfera
de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y deberes al funcionario inferior
jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en comisión de servicios al
exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las delegaciones que
concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio
de las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos
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tenga el funcionario delegado. Las delegaciones ministeriales a las que se refiere este
artículo serán otorgadas por los Ministros de Estado mediante acuerdo ministerial, el
mismo que será puesto en conocimiento del Secretario General de la Administración
Pública y publicado en el Registro Oficial; 
  
Que      el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas
entidades y autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán
delegables en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se
encuentren prohibidas por la Ley o por Decreto; 
  
Que,     con Decreto Ejecutivo Nro. 560, de 14 de noviembre de 2018, publicado en el
Registro Oficial Suplemento 387, de 13 de diciembre de 2018, el Señor Presidente de la
República, transformó el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la
Secretaría de Derechos Humanos; determinando en su artículo 7, que la competencia de

cultos, libertad de religión, creencia y conciencia pasará a integrarse a la competencia

sobre organizaciones sociales de la Secretaría Nacional de Gestión de la Política; 
  
Que,     mediante Decreto Ejecutivo Nro. 718 de 11 de abril de 2019, el Señor Presidente
de la República, suprimió la Secretaría Nacional de Gestión de la Política y en el artículo
3 dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos, asume las competencias de
plurinacionalidad e interculturalidad participación ciudadana y movimientos,
organizaciones y actores sociales; 
  
Que,     con Decreto Ejecutivo No. 818 de 3 de julio de 2019, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Mgs. Cecilia del Consuelo Chacón Castillo,
como Secretaria de  Derechos Humanos; 
  
Que,     mediante Resolución Nro. SDH-SDH-2019-0019-R de 19 de septiembre de 2019,

la Mgs. Cecilia Chacón Castillo, Secretaria de Derechos Humanos, delegó al Señor

Director de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones Religiosas, la

suscripción de acuerdos y/o resoluciones y demás actos administrativos que sean

necesarios para los trámites de aprobación de personalidad jurídica de organizaciones

sin fines de lucro, relacionadas con la materia de Nacionalidades, Pueblos y

Organizaciones Religiosas; así como, para la reforma y codificación de estatutos,

disolución y liquidación, cuyo ámbito de acción corresponde a las competencias

trasferidas a la Secretaría de Derechos Humanos, exceptuando los trámites delegados al

Coordinador/a General de Asesoría Jurídica, mediante Resolución Nro.

SDH-2019-0014-R de 14 de agosto de 2019, actualmente, el/la Responsable de la

Gestión Jurídica, según Resolución Nro. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 
2020; 
  
Que,     mediante acción de personal Nro. 00894-A de 23 de agosto de 2019, se designó a

Edgar Ramiro Fraga Revelo, como Director de Registro Único de Organizaciones

Sociales, Civiles y Regulación de Religión, Cultos, Creencia y Conciencia, denominación

que fue modificada mediante acción de personal Nro. 00903-C de 06 de septiembre de

2019, por lo que, actualmente, consta como Director de Nacionalidades, Pueblos y

Organizaciones Religiosas; 
  
Que,     mediante comunicación ingresada en el extinto Ministerio de Justicia, Derechos
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Humanos y Cultos, con trámite Nro. MJDHC-CGAF-DSG-2016-6786-E de fecha 10 de
junio de 2016, el/la señor/a José Manuel Tuabanda Guamán, en calidad de
Representante/a Provisional de la organización en formación denominada IGLESIA
EVANGÉLICA “NUEVO PARAÍSO” (Expediente XA-610), solicitó la aprobación del
Estatuto y otorgamiento de la personería jurídica de la citada organización, para lo cual
remitió la documentación pertinente; 
  
Que,     mediante comunicación ingresada en esta Cartera de Estado, con trámite Nro.
SDH-CGAF-2021-0159-E de fecha 18 de enero de 2021, la referida Organización da
cumplimiento a las observaciones formuladas y cambia de denominación de IGLESIA
EVANGÉLICA “NUEVO PARAÍSO” a IGLESIA EVANGÉLICA “LUZ 
ADMIRABLE”, previó a la obtención de la personería jurídica. 
  
Que,     mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2021-0069-M, de fecha
04 de febrero de 2021, la Analista designada  para el trámite, recomendó la aprobación
del Estatuto y el reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización
religiosa en formación, por cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones
exigidas en la Ley de Cultos y su Reglamento de Cultos Religiosos; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en los numerales 8 y 13 del
artículo 66 y numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador;
el artículo 1 de la Ley de Cultos; los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos;
los artículos 17 y 55 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función
Ejecutiva (ERJAFE); y, al artículo 1 de la Resolución Nro. SDH-SDH-2019-0019-R de 19

de septiembre de 2019. 
  

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la organización
religiosa denominada IGLESIA EVANGÉLICA “LUZ ADMIRABLE”, con domicilio
en la comunidad de Minas Alto, calle sin nombre, parroquia San José de Tambo, cantón
Chillanes, provincia de Bolívar, como organización religiosa, de derecho privado, sin
fines de lucro. 
  
Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro
de su vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la
República del Ecuador, la Ley de Cultos; el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto
y demás normativa aplicable. 
  
Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 
  
Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de
Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción en el
Registro de la Propiedad del Cantón Chillanes, provincia de Bolívar. 
  
Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, que ponga en conocimiento de la
Secretaría de Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de
su directiva o del gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante
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legal, a efectos de verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su
inscripción en el Registro correspondiente. 
  
Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General
conforme su Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días,
contados a partir de la presente fecha y poner en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, para el trámite respectivo. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar
la cancelación del registro de la referida organización religiosa y de oficio proceder con
su disolución y liquidación, de comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se
evidencien hechos que constituyan violaciones graves al ordenamiento jurídico. 
  
Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el
cual deberá reposar en el Archivo de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de
Derechos Humanos, cumpliendo condiciones técnicas de organización, seguridad y 
conservación. 
  
Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un
ejemplar del presente Acuerdo. 
  
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
Por delegación de la Secretaria de Derechos Humanos, suscribo. 
 
Dado en Quito, D.M., a los 05 día(s) del mes de Febrero de dos mil veintiuno.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. ABG. EDGAR RAMIRO FRAGA REVELO 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES, PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2021-0012-R

Quito, D.M., 25 de marzo de 2021

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA
LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 

 CONSIDERANDO:

 
Que,      el artículo 1 de la Constitución de la República define al Ecuador como un Estado constitucional de
derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico; 
 
Que,      la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 3 establece los deberes primordiales del
Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación alguna, el efectivo goce de los
derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales; 
 
Que,      el artículo 11 numeral 3 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe que los derechos y
garantías establecidos en ella y en los instrumentos internacionales son de directa e inmediata aplicación, de
oficio o a petición de parte, por y ante cualquier servidor público, administrativo o judicial; 
 
Que,      el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador considera a las personas privadas de
libertad como un grupo de atención prioritaria, estableciendo que recibirán atención prioritaria y especializada
en los ámbitos público y privado; para lo cual, el Estado prestará especial protección a las personas con
condición de doble vulnerabilidad; 
 
Que,      el artículo 51 de la Constitución de la República del Ecuador reconoce como derechos de las personas
privadas de la libertad los siguientes: no ser sometidas a aislamiento como sanción disciplinaria; comunicación
y visita de sus familiares y profesionales del derecho; declarar ante una autoridad judicial sobre el trato que 
haya recibido durante la privación de libertad; contar con los recursos humanos y materiales necesarios para
garantizar su salud integral en los centros de privación de libertad; atención de sus necesidades educativa,
laborales, productivas, culturales, alimenticias y recreativas; recibir un tratamiento preferente y especializado en
el caso de las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, adolescentes, y las personas adultas  mayores,
enfermas o con discapacidad; y, contar con medidas de protección para las niñas, niños, adolescentes, personas
con discapacidad y personas adultas mayores que estén bajo su cuidado y dependencia; 
 
Que,      el artículo 83, numerales 1, 4, 5, 7, 8 y 11 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe los
deberes y responsabilidades de los ecuatorianos, entre los que se encuentran: el cumplir la Constitución y la  ley;
colaborar con el mantenimiento de la seguridad y de la paz; respetar los derechos humanos; promover el bien 
común y anteponerlo al interés particular; administrar de manera honrada y trasparente el patrimonio público y
denunciar los actos de corrupción; y, asumir la función pública como un servicio a la colectividad que incluye la
rendición de cuentas como mecanismo de transparencia; 
 
Que,      el artículo 85 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que las políticas
públicas y la prestación de bienes y servicios públicos están orientadas a hacer efectivos el buen vivir y los 
derechos; 
 
Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República del Ecuador determina como finalidades del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social, la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente para
reinsertarlas en la sociedad, así como su protección y la garantía de sus derechos. Además prioriza el desarrollo
de sus capacidades para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar la libertad; 
 
Que,      el artículo 202 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 674 del
Código Orgánico Integral Penal, contempla la existencia de un organismo técnico encargado de la evaluación de
las políticas, administración de centros de privación de libertad y fijación de estándares de cumplimiento de los
fines del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; este organismo tiene un órgano gobernante o directorio
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2021-0012-R

Quito, D.M., 25 de marzo de 2021

integrado por las autoridades establecidas en el artículo 675 del Código Orgánico Integral Penal; 
 
Que,      el artículo 203 de la Constitución de la República del Ecuador establece las directrices aplicables al 
sistema nacional de rehabilitación social e indica que solo las personas privadas de libertad por sentencia
condenatoria ejecutoriada permanecerán en centros de rehabilitación social, y que solo los centros de  privación
de libertad que pertenecen al Sistema Nacional de Rehabilitación Social están autorizados para mantener
personas privadas de libertad; y que, en los centros de privación de libertad se deben tomar medidas de acción
afirmativa para proteger los derechos de las personas privadas de libertad pertenecientes a grupos de atención 
prioritaria; 
 
Que,      las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos, Reglas Nelson
Mandela, aprobadas el 17 de diciembre de 2015 por la Asamblea General en resolución N° 70/175, establecen
las condiciones mínimas que deben cumplirse respecto a la privación de libertad de personas en relación con
principios básicos de respeto, dignidad, prohibición de tortura y malos tratos, igualdad y no discriminación, así
como, aspectos de seguridad, clasificación y necesidades especiales de alojamiento, personal penitenciario,
archivos y registros, alojamiento de los reclusos, disciplina y sanciones, contacto con el mundo exterior,
actividades diarias, salud física y mental, inspecciones e investigaciones, traslado, transporte y liberación; 
 
Que,      el artículo 12 del Código Orgánico Integral Penal establece los derechos y garantías de las personas
privadas de libertad; 
 
Que,      el artículo 672 del Código Orgánico Integral Penal define al Sistema Nacional de Rehabilitación Social
como el “conjunto de principios, normas, políticas de las instituciones, programas y procesos que se

interrelacionan e interactúan de manera integral, para dar cumplimiento a la finalidad del sistema y para la

ejecución penal”; 
 
Que,      el artículo 673 del Código Orgánico Integral Penal señala que el Sistema Nacional de Rehabilitación
Social tiene las siguientes finalidades: “1. La protección de los derechos y garantías de las personas privadas

de libertad reconocidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos

humanos y la presente Ley, con atención a sus necesidades especiales. 2. El desarrollo de las capacidades de

las personas privadas de libertad para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar

completamente su libertad. 3. La rehabilitación integral de las personas privadas de libertad, en el

cumplimiento de su condena. 4. La reinserción social y económica de las personas privadas de libertad. 5. Las

demás reconocidas en los instrumentos internacionales ratificados por el Estado”; 
 
Que,      el artículo 674 numerales 1 y 2 del Código Orgánico Integral Penal determina que el organismo técnico
del Sistema Nacional de Rehabilitación Social “1. Organizar y administrar el funcionamiento del Sistema. 2.

Definir la estructura orgánica funcional y administrar los centros de privación de la libertad”; 
 
Que,      el artículo 676 del Código Orgánico Integral Penal, establece como responsabilidad del Estado la
custodia de las personas privadas de libertad, así como el responder por las acciones u omisiones de sus
servidoras o servidores que violen los derechos de las personas privadas de libertad; 
 
Que,      el artículo 678 del Código Orgánico Integral Penal indica que las medidas cautelares personales y las
penas privativas de libertad y apremios se cumplirán en centros de privación de libertad. Para el efecto,
determina que estos centros de privación de libertad son: 1) centros de privación provisional de libertad; y, 2)
centros de rehabilitación social. Los primeros son aquellos en los que permanecen personas en virtud de una
medida cautelar de prisión preventiva o por apremio; y, los segundos son aquellos en los que permanecen
personas con sentencia condenatoria ejecutoriada; 
 
Que,      el artículo 687 del Código Orgánico Integral Penal determina que la autoridad competente designada es
la responsable de la dirección, administración y funcionamiento de los centros de privación de libertad; 
 
Que,      el artículo 718 del Código Orgánico Integral Penal regula el ingreso de objetos ilegales a los centros de
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privación de libertad y enumera algunos como armas, sustancias estupefacientes o psicotrópicas, bebidas
alcohólicas y cualquier instrumento que atente contra la seguridad y la paz del centro; 
 
Que,      mediante Decreto Ejecutivo Nº 560, de 14 de noviembre de 2018, el Presidente de la República, Lcdo.
Lenín Moreno Garcés, en el ejercicio de sus facultades, decretó transformar el Ministerio de Justicia Derechos
Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos; y, en el Artículo 3 creó el Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores como una entidad de
derecho público encargada de la gestión seguimiento y control de las políticas, planes y regulaciones aprobados
por el órgano gobernante; 
 
Que,      de conformidad con el Decreto Ejecutivo N° 560 en concordancia con los artículos 674 del Código
Orgánico Integral Penal, y el artículo 14 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de Libertad y a Adolescentes Infractores se
constituye en el Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, cuyo órgano gobernante es
el Directorio del Organismo Técnico; 
 
Que,      el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019, designó al
abogado Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda como Director General del Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
 
Que,      el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social fue aprobado por el Directorio del
Organismo Técnico en la sesión ordinaria N° 3 llevada a cabo el 30 de julio de 2020, y este deroga al anterior
Reglamento del Sistema; 
  
Que,      el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores, al ejercer la Secretaría del Directorio del Organismo Técnico, expidió la resolución correspondiente
con el texto aprobado, el cual corresponde a la Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0031-R de 30 de julio de 
2020; 
 
Que,      el artículo 54 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social define al economato como
un servicio de provisión de bienes de uso y consumo para las personas privadas de libertad, implementado a
través de un sistema de compra automatizada; 
 
Que,      el artículo 55 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social permite que los bienes de
uso y consumo que se expendan en los economatos, estén a cargo de proveedores y/o prestadores del servicio,
conforme la norma establecida para el efecto o contrato; de igual forma, los productos y bienes que se expenden
en los economatos se sujetarán a las regulaciones y controles de calidad, seguridad, inocuidad y valor
nutricional dispuestos por la Autoridad Sanitaria Nacional; 
 
Que,      el artículo 56 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social regula la generalidad de
los depósitos para el economato e indica que no se puede exceder el cupo autorizado; 
 
Que,      mediante Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0012-R de 04 de mayo de 2020, se expidió el Reglamento
de Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mismo que
fue reformado por las Resoluciones N° SNAI-SNAI-2020-0014-R de 09 de mayo de 2020 y N°
SNAI-SNAI-2020-0017-R de 26 de mayo de 2020; 
 
Que,      el artículo 5 del Reglamento de Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el Sistema Nacional
de Rehabilitación Social indica que la prestación del servicio de economato en el Sistema Nacional de
Rehabilitación Social se realizará bajo la organización de grupos de centros de privación de libertad cercanos y
bajo el criterio de solidaridad, y determina once grupos; 
 
Que,      el artículo 16 del Reglamento de Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el Sistema
Nacional de Rehabilitación Social, indica que la convocatoria para la prestación para el servicio de economato,
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será pública y abierta, y la convocatoria se realizará por Resolución, después de que se cuente con el pedido
formal realizado por el Subdirector Técnico de Rehabilitación Social, al cual se adjunten el cronograma y el
informe técnico; 
 
Que,      la Disposición General Primera del Reglamento de Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en
el Sistema Nacional de Rehabilitación Social indica que “En el caso de que un grupo no tenga interesados en

prestar el servicio de economato, se podrá habilitar a que los ganadores de otros grupos puedan prestar el

servicio de economato, siempre y cuando demuestre su capacidad técnica y financiera para hacerlo”. En este
sentido, el podrá refiere potestad y discrecionalidad, razón por la cual para permitir que participe la mayor
cantidad de personas interesadas, se opta por una convocatoria abierta a fin de evitar el monopolio en el 
servicio; 
  
Que,      la Disposición General Sexta del Reglamento de Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el
Sistema Nacional de Rehabilitación Social señala, “En el evento en que el prestador del servicio de economato

incumpla con los precios de venta al público (PVP) se procederá a dar por terminado inmediatamente,

quedando inhabilitados para proveer y prestar dichos servicios en los centros de privación de libertad”; 
  
Que,      mediante oficio Nº SNAI-CGAF-2021-0050-O de 17 de marzo de 2021, la Ing. Verónica Natalí
Sánchez Garzón, Coordinadora General Administrativa Financiera, Subrogante, notifica al Sr. Oswaldo
Villacreses de la terminación unilateral del convenio de cooperación institucional para la prestación del servicio
de economatos al encontrarse evidencia objetiva de incumplimiento de la cláusula cuarta, literal r); 
  
Que,      mediante memorando Nº SNAI-CGAF-2021-0203-M de 19 de marzo de 2021, la Ing. Verónica Natalí
Sánchez Garzón, Coordinadora General Administrativa Financiera, Subrogante, solicita al Abg. Víctor German
Jácome Mafla, Director de Diagnóstico y Desarrollo Integral “se elabore un informe de necesidad que justifique

la realización de una nueva convocatoria para adjudicar a una persona natural o jurídica para prestar el

servicio de economatos en la provincia de Esmeraldas, dicho informe es uno de los insumos fundamentales

para la resolución de convocatoria y conformación de la comisión técnica pertinentes”; 
  
Que,      la Dirección de Diagnóstico y Desarrollo Integral del Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI, emite informe de necesidad Nº
SNAI-DDDI-2021-01-D de 19 de marzo de 2021, en el cual se recomienda que “Se realicen las gestiones

pertinentes para la urgente necesidad de continuar LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ECONOMATOS EN

LOS CENTROS DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD DE LA PROVINCIA DE ESMERALDAS”; 
  
Que,      mediante memorando Nº SNAI-STRS-2021-0238-M de 23 de marzo de 2021, el Soc. Francisco
Fernando Sánchez Cobo, Subdirector de Rehabilitación Social y Reinserción, solicita a la Dirección General del
SNAI “proceder con la CONVOCATORIA a las personas naturales o jurídicas debidamente establecidas en el

país; para que presenten sus ofertas y propuestas para la prestación del servicio de economatos para los

Centros de Privación de Libertad de la provincia de Esmeraldas conforme lo establece el Reglamento de

Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social”; 
 
Que,      es necesario transparentar los procesos y permitir que la ciudadanía ingrese a prestar el servicio de
economato en los centros de privación de libertad de la provincia de Esmeraldas, sobre la base de las
disposiciones contenidas en el Reglamento de Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el Sistema
Nacional de Rehabilitación  Social y sus reformas, especialmente con evitar el monopolio en el servicio por
razones de seguridad y de transparencia; y, en atención al pedido realizado por el Subdirector Técnico de
Rehabilitación Social; 
 
En ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de
la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y
Administrativo de la Función Ejecutiva; y, del Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019, 
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RESUELVE:

  
Artículo 1.- Convocar a las personas naturales y jurídicas a participar en el proceso de adjudicación de
prestación del servicio de economato en los centros de privación de libertad del Sistema Nacional de
Rehabilitación Social, en el Grupo 1 correspondiente a los Centros de privación de libertad de la provincia de 
Esmeraldas. 
 
La convocatoria será abierta y pública, y se sujetará al procedimiento dispuesto en el Reglamento de
Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social y sus 
reformas. 
  
Artículo 2.- Confórmese la Comisión de Selección para el grupo 1 que corresponde a la provincia de
Esmeraldas. Los miembros de la Comisión para este primer proceso de convocatoria son: 
  
1. El Subdirector de Rehabilitación Social y Reinserción, quien la presidirá; 
2. El Director de Diagnóstico y Desarrollo Integral; 
3. El Director de Asesoría Jurídica; 
  
Además de los miembros detallados en los numerales anteriores, conformarán la comisión correspondiente al
Grupo 1, las máximas autoridades de los centros de privación de libertad existentes en el grupo de convocatoria,
esto es, el Grupo 1, para lo cual, de ser el caso, se utilizará plataformas tecnológicas que permitan llevar a cabo
las reuniones necesarias para revisión de requisitos y calificación de propuestas. 
  
La Comisión designará a un servidor público de la Dirección de Asesoría Jurídica quien cumpla las funciones de
secretario y suscriba junto con los miembros, el acta de calificación. 
  
Las unidades de aseguramiento transitorio no tendrán servicio de economato y consecuentemente sus
coordinadores no formarán parte de la comisión de selección. 
  
Artículo 3.- La Unidad de Comunicación Social del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores SNAI, publicará la presente convocatoria en la página web
institucional junto con las Resoluciones Nº SNAI-SNAI-2020-0012-R de 04 de mayo de 2020, N°
SNAI-SNAI-2020-0014-R de 09 de mayo de 2020 y N° SNAI-SNAI-2020-0017-R de 26 de mayo de 2020. Así
también, se publicará la convocatoria en las redes sociales institucionales; y en lugares visibles de los centros de
privación de libertad de la provincia de Esmeraldas. 
  
Artículo 4.- El cronograma para el proceso de adjudicación del servicio de economato en los Centros de
Privación de Libertad es el siguiente: 
 

Cronograma Primer Proceso de Adjudicación del Servicio de Economato en los CPL del Grupo Nº 1 
Actividad Fecha 
Convocatoria 25 de marzo de 2021 

Recepción de Ofertas
25 de marzo de 2021 hasta las 10H00 de la
mañana del lunes 29 de marzo de 2021 

Conformación en línea o presencial de la Comisión de
Selección con los respectivos integrantes

25 de marzo de 2021 

Revisión y calificación de propuestas  Del lunes 29 al martes 30 de marzo de 2021 
Informe de calificación de propuestas 30 de marzo de 2021 
Elaboración de convenio 01 de abril de 2021 
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En el evento de que no  se tengan propuestas presentadas en los tiempos previstos en este cronograma, la
Comisión de Selección resolverá de forma motivada, informar de este particular a los proveedores de los otros
grupos que prestan el servicio de economato, a fin de que presenten sus propuestas, para lo cual, se les conocerá
el término de dos días, y los tiempos para dichos aspirantes a proveedores se moverán dos días sobre la base de
este cronograma. 
  
Artículo 5.- La Dirección de Asesoría Jurídica elaborará el convenio necesario para la adjudicación del servicio
de economato en los centros de privación de libertad de la provincia de Esmeraldas, sobre la base del
Reglamento de Adjudicación y Funcionamiento de Economatos en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social
y sus reformas, del informe técnico y de esta Resolución. 
  
Artículo 6.- La Coordinación General Administrativa Financiera administrará el convenio que se suscriba con
el proveedor del servicio de economato a quien se le adjudique. 
 

DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- El Presidente de la Comisión de Selección convocará a las máximas autoridades de los centros de
privación de libertad, para lo cual se hará constar en documentos las respectivas calidades con las que actúan, de
ser el caso, acción de personal o contrato. 
 
SEGUNDA.- El acta de calificación en la que se individualice al ganador para cada grupo de interés constituye
el documento de adjudicación, el cual es documento vinculante para la elaboración del convenio
correspondiente. Para el efecto, una vez suscrita el acta, se remitirá a la Dirección de Asesoría Jurídica dicha
acta, a fin de que se proceda con la elaboración del convenio. 
 
TERCERA.- La Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicación del Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y Adolescentes Infractores SNAI, prestará todas
las facilidades para las conexiones necesarias para las reuniones de la Comisión de Selección y para todas las
acciones que requiera esta convocatoria; y, recomendará la mejor plataforma para el desarrollo de dichas
reuniones, sobre la base de los requerimientos de la comisión de selección. 
 
CUARTA.- Los miembros de la comisión de selección no pueden delegar su participación, y actuarán sobre la
base de lo dispuesto en las Resoluciones Nº SNAI-SNAI-2020-0012-R de 04 de mayo de 2020, N°
SNAI-SNAI-2020-0014-R de 09 de mayo de 2020 y N° SNAI-SNAI-2020-0017-R de 26 de mayo de 2020. 
 
QUINTA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial. 
 
SEXTA.- Encárguese al Subdirector de Rehabilitación Social y Reinserción, a la Dirección de Diagnóstico y
Desarrollo Integral, a la Dirección de Asesoría Jurídica y la Coordinación General Administrativa Financiera, la
ejecución de la presente Resolución. 
 
SÉPTIMA.- Los procedimientos y documentación que se presente será pública, así como las actas de la
Comisión de Selección. En consecuencia, con miras a transparentar los procesos, se invita a las instituciones
públicas que tienen a cargo la competencia de veeduría, a que participen a través de dichas competencias, en  el
proceso de adjudicación del servicio de economato en los centros de privación de libertad a nivel nacional. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
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PRIMERA.- En veinte y cuatro horas contadas a partir de la suscripción de esta Resolución, la Subdirector de
Rehabilitación Social y Reinserción socializará el contenido de esta Resolución a todos los centros de privación 
de libertad. 
 
SEGUNDA.- Para esta convocatoria, considerando la imperiosa necesidad de la prestación del servicio de
economato en los Centros de Privación de Libertad de la provincia de Esmeraldas, la Comisión de Selección, en
caso que verifique que los postulantes no completaron todos los requisitos o las ofertas dentro de los tiempos
establecidos en esta Resolución, podrá motivadamente establecer un tiempo para convalidación de los requisitos
en los cuales se presentarán aquellos requisitos que faltaren y fijará los términos que rijan para dicha
convalidación, lo cual será previamente informado a los postulantes a través de los medios oficiales más 
idóneos. 
 

DISPOSICIÓN FINAL

  
ÚNICA.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el
Registro Oficial. 
 
Dada y suscrita en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los 25 días del mes de marzo de 2021.

 

 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Edmundo Enrique Moncayo J.
DIRECTOR GENERAL DEL SNAI 

pg/vs/mp/jl
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA
LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 

CONSIDERANDO:

  
Que,      el artículo 1 de la Constitución de la República define al Ecuador como un Estado constitucional de
derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico; 
  
Que,      la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes primordiales del
Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación, el efectivo goce de los derechos
reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales; 
  
Que,      el artículo 35 de la Constitución de la República considera a las personas privadas de libertad como un
grupo de atención prioritaria, estableciendo que recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos
público y privado; 
  
Que,      el artículo 38 numeral 7 de la Constitución de la República del Ecuador señala la responsabilidad del
Estado para establecer políticas y programas de atención para personas adultas mayores, y entre esas, establece
una medida específica que señala:  “7. Creación de regímenes especiales para el cumplimiento de medidas

privativas de libertad. En caso de condena a pena privativa de libertad, siempre que no se apliquen otras

medidas alternativas, cumplirán su sentencia en centros adecuados para el efecto, y en caso de prisión

preventiva se someterán a arresto domiciliario”; 
  
Que,      el artículo 51 de la Constitución de la República reconoce como derechos de las personas privadas de la
libertad los siguientes: no ser sometidas a aislamiento como sanción disciplinaria; comunicación y visita de sus
familiares y profesionales del derecho; declarar ante una autoridad judicial sobre el trato que haya recibido
durante la privación de libertad; contar con los recursos humanos y materiales necesarios para garantizar su
salud integral en los centros de privación de libertad; atención de sus necesidades educativa, laborales,
productivas, culturales, alimenticias y recreativas; recibir un tratamiento preferente y especializado en el caso de
las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, adolescentes, y las personas adultas mayores, enfermas o
con discapacidad; y, contar con medidas de protección para las niñas, niños, adolescentes, personas con
discapacidad y personas adultas mayores que estén bajo su cuidado y dependencia; 
  
Que,      el artículo 83 de la Norma Suprema determina los deberes y responsabilidades de los ecuatorianos,
entre los que se encuentran: “1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad 

competente; (…) 4. Colaborar en el mantenimiento de la paz y de la seguridad; (…) 5. Respetar los derechos

humanos y luchar por su cumplimiento; (…) 7. Promover el bien común y anteponer el interés general al

interés particular, conforme al buen vivir; (…) 11. Asumir las funciones públicas como un servicio a la

colectividad y rendir cuentas a la sociedad y a la autoridad, de acuerdo con la ley; (…) 14. Respetar y

reconocer las diferencias étnicas, nacionales, sociales, generacionales, de género, y la orientación e identidad 

sexual”; 
  
Que,      los numerales 1 y 3 del artículo 85 de la Constitución de la República del Ecuador, determinan que las
políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos están orientadas a hacer efectivos el buen vivir y
los derechos; y, que el Estado debe garantizar la distribución equitativa y solidaria del presupuesto para la
ejecución de políticas públicas y para la prestación de bienes y servicios públicos; 
  
Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República determina como finalidades del Sistema Nacional de
Rehabilitación Social, la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente para reinsertarlas en la
sociedad, así como su protección y la garantía de sus derechos.  Además prioriza el desarrollo de sus
capacidades para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar la libertad; 
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Que,      el artículo 202 de la Constitución de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código
Orgánico Integral Penal, contempla la existencia de un organismo técnico encargado de la evaluación de las
políticas, administración de centros de privación de libertad y fijación de estándares de cumplimiento de los
fines del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; este organismo tiene un órgano gobernante o directorio
integrado por las autoridades establecidas en el artículo 675 del Código Orgánico Integral Penal; 
  
Que,      la Constitución de la República en el artículo 226 establece que las instituciones del Estado, sus
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una
potestad estatal, ejercerán las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la Ley y
tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de
los derechos reconocidos en la Constitución; 
  
Que,      las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos, Reglas Nelson
Mandela, aprobadas el 17 de diciembre de 2015 por la Asamblea General en resolución N° 70/175, establecen
las condiciones mínimas que deben cumplirse respecto a la privación de libertad de personas en relación con
principios básicos de respeto, dignidad, prohibición de tortura y malos tratos, igualdad y no discriminación,
seguridad, ingreso a prisión, clasificación y necesidades especiales de alojamiento, personal penitenciario,
archivos y registros, alojamiento de los reclusos, disciplina y sanciones, contacto con el mundo exterior, 
actividades diarias, salud física y mental, inspecciones e investigaciones, traslado, transporte y liberación; 
  
Que,      las Reglas 11 literal d) y 112 numeral 2 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el
Tratamiento de los Reclusos, Reglas Nelson Mandela, señalan: “(…) los jóvenes estarán separados de los 

adultos”, y,  “2. Los reclusos en espera de juicio jóvenes permanecerán en espacios separados de los adultos.

En principio, se los alojará en establecimientos distintos”, respectivamente;   
  
Que,      la Regla 30 literal c) de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los
Reclusos indican que: “Un médico u otro profesional de la salud competente, esté o no a las órdenes del

médico, deberá ver a cada recluso, hablar con él y examinarlo tan pronto como sea posible tras su ingreso y,

posteriormente, tan a menudo como sea necesario. Se procurará, en especial: (…) c) Detectar todo indicio de

estrés psicológico o de otra índole causado por la reclusión, incluidos el riesgo de suicidio o autolesión y el

síndrome de abstinencia resultante del uso de drogas, medicamentos o alcohol, y aplicar todas las medidas o

tratamientos individualizados que corresponda”, respectivamente; 
  
Que,      el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 12 establece los derechos y garantías de las personas
privadas de libertad, entre los que se encuentran: integridad; privacidad personal y familiar; protección de datos
de carácter personal; salud; relaciones familiares y sociales; comunicación y visita; libertad inmediata; y,
proporcionalidad en la determinación de las sanciones disciplinarias; 
  
Que,      el artículo 624 del Código Orgánico Integral Penal establece que “La pena se cumplirá una vez que esté

ejecutoriada la sentencia. En los casos de personas adultas mayores, las penas privativas de libertad se

cumplirán en establecimientos especialmente adaptados para su condición”; 
  
Que,      el artículo 672 del Código Orgánico Integral Penal define al Sistema Nacional de Rehabilitación Social
como el “conjunto de principios, normas, políticas de las instituciones, programas y procesos que se

interrelacionan e interactúan de manera integral, para dar cumplimiento a la finalidad del sistema y para la

ejecución penal”; 
  
Que,      el artículo 673 del Código Orgánico Integral Penal señala que el Sistema Nacional de Rehabilitación
Social tiene cuatro finalidades: “1. La protección de los derechos y garantías de las personas privadas de

libertad reconocidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos humanos

y la presente Ley, con atención a sus necesidades especiales. 2. El desarrollo de las capacidades de las

personas privadas de libertad para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar

completamente su libertad. 3. La rehabilitación integral de las personas privadas de libertad, en el
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cumplimiento de su condena. 4. La reinserción social y económica de las personas privadas de libertad. 5. Las

demás reconocidas en los instrumentos internacionales ratificados por el Estado”; 
  
Que,      el artículo 676 del Código Orgánico Integral Penal establece como responsabilidad del Estado la
custodia de las personas privadas de libertad, así como el responder por las acciones u omisiones de sus
servidoras o servidores que violen los derechos de las personas privadas de libertad; 
  
Que,      el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 678 indica que las medidas cautelares personales y las
penas privativas de libertad y apremios se cumplirán en centros de privación de libertad. Para el efecto,
determina que estos centros de privación de libertad son de dos tipos: a) centros de privación provisional de
libertad; y, b) centros de rehabilitación social. Los primeros son aquellos en los que permanecen “personas

privadas preventivamente de libertad en virtud de una medida cautelar o de apremio impuesta por una o un

juez competente, quienes serán tratadas aplicando el principio de inocencia”; y, los segundos son aquellos en
los que “permanecen las personas a quienes se les impondrá una pena mediante una sentencia condenatoria 

ejecutoriada”; 
  
Que,      el artículo 687 del Código Orgánico Integral Penal determina que la “dirección, administración y

funcionamiento de los centros de privación de libertad estará a cargo de la autoridad competente designada”; 
  
Que,      el artículo 694 del Código Orgánico Integral Penal establece que las personas privadas de libertad se
ubicarán en los niveles de máxima, media o mínima seguridad;     
       
Que,      el artículo 682 del Código Orgánico Integral Penal establece los criterios de separación de las personas
privadas de libertad; 
  
Que,      el artículo 710 del Código Orgánico Integral Penal señala “Las personas adultas mayores, mujeres

embarazadas, personas con discapacidad, personas con enfermedades catastróficas, tendrán programas

específicos que atiendan sus necesidades, en privación de libertad”; 
  
Que,      mediante Decreto Ejecutivo Nº 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente de la República, Lcdo.
Lenín Moreno Garcés, en el ejercicio de sus facultades, decretó transformar el Ministerio de Justicia Derechos
Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos; y, en el Artículo 3 creó el Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores (SNAI) como una 
“entidad de derecho público, con personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y

financiera, encargada de la gestión, seguimiento y control de las políticas, regulaciones y planes aprobados por

su órgano gobernante”; 
  
Que,      el artículo 6 del Decreto Ejecutivo N° 560 en mención, estableció que el órgano gobernante del
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, es el
responsable de “ejercer la rectoría, regulación, planificación y coordinación del Sistema Nacional de

Rehabilitación Social” el cual se integrará conforme lo dispone el COIP y estará presidido por un delegado del
Presidente de la República; siendo, el Director General del SNAI el secretario del órgano gobernante que
interviene con voz pero sin voto; 
  
Que,      el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019, designó al
abogado Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda como Director General del Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que,      el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 1254 de 08 de marzo de 2021, designó
al Sr. José Gabriel Martínez Castro, Ministro de Gobierno, como su delegado para presidir el Directorio del
Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 
  
Que,      el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social fue aprobado por el Directorio del
Organismo Técnico en la sesión ordinaria N° 3 llevada a cabo el 30 de julio de 2020, y este deroga al anterior
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Reglamento del Sistema; 
  
Que,      el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores, al ejercer la Secretaría del Directorio del Organismo Técnico, expidió la resolución correspondiente
con el texto aprobado, el cual corresponde a la Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0031-R de 30 de julio de 
2020; 
  
Que,      el artículo 3 numeral 1 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social reconoce como
principio rector de la rehabilitación social, la dignidad humana, que indica que “las personas privadas de

libertad serán tratadas con el respeto y dignidad que corresponde a su condición de seres humanos”; 
  
Que,      el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social en su artículo 16 numeral 9 indica como
atribución del Organismo Técnico del Sistema “Administrar, gestionar y evaluar los centros de privación de 

libertad”; 
  
Que,      el artículo 3 numeral 9 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social establece
reconoce el principio de atención prioritaria a las personas privadas de libertad con doble o mayor
vulnerabilidad que señala “Las entidades que conforman el Directorio del Organismo Técnico del Sistema

Nacional de Rehabilitación Social implementarán medidas de atención prioritaria y especializada para las

personas privadas de libertad con situaciones de doble o mayor vulnerabilidad”; 
  
Que,      el artículo 14 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, señala que el Servicio
Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI, se
constituye en el organismo técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 
  
Que,      el artículo 15 numerales 3, 4, 6, 8 y 9 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social
establecen como atribuciones del Organismo Técnico las siguientes “(…) 3. Administrar, ejecutar y verificar el

cumplimiento de apremios, medidas cautelares y penas privativas y no privativas de libertad; 4. Establecer y

aprobar los mecanismos para administrar, ejecutar, verificar y coordinar los apremios y las medidas y penas

no privativas de libertad; (…) 
6. Expedir mediante resolución, los reglamentos, instructivos, protocolos y normas técnicas derivadas de la

normativa del Sistema Nacional de Rehabilitación Social que estén orientadas a garantizar el funcionamiento,

gestión y administración del Sistema; (…) 8. Emitir directrices relacionadas con el funcionamiento del Sistema

Nacional de Rehabilitación Social sobre la base de la normativa vigente; 9. Administrar, gestionar y evaluar

los centros de privación de libertad”; 
  
Que,      el artículo 20 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social indica que “Los centros de

privación de libertad constituyen la infraestructura y espacios físicos adecuados en los que se desarrollan y

ejecutan los apremios, las penas privativas de libertad dispuestas en sentencia y las medidas cautelares de

prisión preventiva impuestas por la autoridad jurisdiccional competente. Los centros de privación de libertad

llevarán el nombre de la provincia en que se encuentren ubicados, sin perjuicio de la tipología prevista en la

norma que emita el Organismo Técnico. En caso de que se encuentren dos o más centros del mismo tipo en la

misma circunscripción territorial cantonal, se asignará un número cardinal en la secuencia que corresponda,

de acuerdo con el año de creación del centro. El complejo penitenciario que incluya dos o más tipos de

población privada de libertad, su denominación será centro de privación de libertad como aspecto genérico

seguido de la provincia donde se encuentre ubicado y número cardinal que corresponda de acuerdo con el año

de creación del centro. Para cada uno de los servicios que tenga el complejo penitenciario, la denominación

seguirá el siguiente orden: condición jurídica de la población privada de libertad, sexo, provincia donde se

encuentra ubicado y número cardinal que corresponda de acuerdo con el año de creación del centro; este

último en caso de que hubiere más de uno en misma provincia”; 
  
Que,      el artículo 25 numeral 3 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social señala el
criterio de separación por edad, en el que determina que se deberá separar a las personas adultas de las adultas 
mayores; 
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Que,      mediante Resolución Nº SNAI-SNAI-2020-0056-R de 19 de octubre de 2020, el Gral. I. (SP) Abg.
Edmundo Moncayo Juaneda, Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, en cumplimiento del artículo 20 del Reglamento del
Sistema Nacional de Rehabilitación Social, resolvió cambiar la denominación de los centros de privación de
libertad a nivel nacional; 
  
Que,      la Disposición General Cuarta de la Resolución Nº SNAI-SNAI-2020-0056-R de 19 de octubre de 2020
determina que “Los centros de rehabilitación social establecidos conforme esta Resolución, destinarán áreas

específicas para albergar personas adultas mayores privadas de libertad que se encuentren sentenciadas. La

entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, determinará los centros de privación de

libertad cuya infraestructura considere condiciones de habitabilidad necesarias para garantizar los derechos

de las personas adultas mayores privadas de libertad, de acuerdo a la tipología que para el efecto se establezca

por el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes

Infractores, o quien hiciere sus veces”;   
  
Que,      mediante oficio N° T.510-SGJ-19-0852 de 25 de octubre de 2019, a Dra. Johana Pesántez Benítez,
Secretaria General Jurídica de la Presidencia de la República y Presidenta del Directorio del Organismo
Técnico, en respuesta al pedido realizado sobre aprobación de tipología de los centros de privación de libertad,
indica que el SNAI es una entidad dotada de autonomía administrativa, operativa y financiera y el Directorio del
Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social “no es un órgano administrativo del Servicio

y, por lo tanto, no ejerce atribuciones administrativas”. En este contexto, se indicó que el “tratamiento de los

temas propuestos no corresponde al Directorio del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación

Social” y el SNAI debe adoptar “las medidas y acciones inmediatas, eficaces, necesarias y pertinentes que 

correspondan”; 
  
Que,      el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores SNAI ejecutó varios proyectos de intervención en centros de privación de libertad a fin de mejorar
las condiciones de habitabilidad de las personas privadas de libertad, a través de la dotación de espacios y celdas
con colchones, comedores, y pabellones que permitan clasificar a las personas privadas de libertad conforme lo
determina el Código Orgánico Integral Penal y el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 
  
Que,      el Acuerdo de Solución Amistosa entre el Estado Ecuatoriano y los Representantes de las Víctimas del
Caso 12.631 ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, publicada en el Registro Oficial Nº 635 de
16 de julio de 2009, declara la responsabilidad del Estado ecuatoriano y establece varias medidas de reparación
pecuniarias y no pecuniarias, entre las que se encuentran, la “creación de una casa de prisión o prisión
correccional” que indica que el “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en coordinación con la Dirección

Nacional de Rehabilitación Social, el Ministerio de Inclusión Social (Dirección de Gerontología), el Ministerio

Coordinador de Seguridad Interna y Externa y el CONSEP, la creación de una casa de prisión para las

personas de la tercera edad y de centros especializados para establecer una reclusión diferenciada entre las

distintas internas, condenadas y no condenadas. Para ello, se intentará gestionar el respectivo inmueble de

aquellos que han sido confiscados (…)” y, 
 
Que,      en el ejercicio de la administración de los centros de privación de libertad otorgada al Organismo
Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, es importante cumplir los compromisos internacionales
y crear espacios para albergar a las personas adultas mayores privadas de libertad, para lo cual, se implementó el
pabellón de adultos mayores privados de libertad bajo criterios de separación de población privada de libertad
adulta y de adolescentes infractores con medidas socioeducativas privativas de libertad.  
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere la Constitución de la República y el numeral 2 del
artículo 674 y artículo 678 del Código Orgánico Integral Penal, en concordancia con el artículo 17 del Estatuto
del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, el Reglamento del Sistema Nacional de
Rehabilitación Social; y, del Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019, 
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RESUELVE:

  
Artículo 1.- El pabellón de adultos mayores ubicado en el Barrio Corazón de Jesús, Sector Macasto de la ciudad
de Ambato, dependerá administrativamente del Centro de Privación de Libertad Tungurahua Nº 1 y por tanto, se
constituye en un área para albergar personas privadas de libertad perteneciente al Sistema Nacional de
Rehabilitación Social. 
  
En virtud de los aspectos de seguridad y de separación, se albergará en este pabellón a las personas adultas
mayores privadas de libertad considerando los criterios de separación de sentenciados y procesados; y, por nivel
de seguridad para el caso del servicio de rehabilitación social. 
  
El Centro de Privación de Libertad Tungurahua Nº 1 proveerá alimentación y servicio de economato a este
pabellón, así como todos los servicios derivados de la atención en rehabilitación social. Asistirá a las audiencias
de las personas privadas de libertad y ejercerá dirección en dicho pabellón, así como, verificará el cumplimiento
del grupo poblacional asignado a este espacio conforme lo determina la normativa aplicable al Sistema Nacional
de Rehabilitación Social. 
  
Artículo 2.- La seguridad interna del pabellón destinado a personas adultas mayores privadas de libertad
dependiente del Centro de Privación de Libertad Tungurahua Nº 1 estará a cargo del Cuerpo de Seguridad y
Vigilancia Penitenciaria, y la seguridad perimetral corresponde a la Policía Nacional, conforme lo determina el
Código Orgánico Integral Penal y la normativa del Sistema Nacional de Rehabilitación Social y de seguridad en
centros de privación de libertad. 
  

DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- En el pabellón para personas adultas mayores dependiente del Centro de Privación de Libertad
Tungurahua Nº 1 se aplicarán las normas que rigen al Sistema Nacional de Rehabilitación Social y a los centros
de privación de libertad a nivel nacional. Además se aplicarán las normas específicas de tratamiento que se
crearen para el efecto. 
  
SEGUNDA.- La Subdirección de Rehabilitación Social y Reinserción, realizará las acciones necesarias para
implementar y mantener los ejes de tratamiento necesarios para los centros de privación de libertad previstos en
esta Resolución. 
  
TERCERA.- La Subdirección de Protección y Seguridad Penitenciaria o quien hiciere sus veces, gestionará los
mecanismos de seguridad necesarios para los centros de privación de libertad previstos en esta Resolución. 
  
CUARTA.- Encárguese a las Subdirecciones de Rehabilitación Social y Reinserción y de Protección y
Seguridad Penitenciaria; al Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, y a la Coordinación General
Administrativa Financiera, en el marco de sus competencias, atribuciones y responsabilidades, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
QUINTA.- La Subdirección de Rehabilitación Social y Reinserción, a través de las áreas o unidades que
corresponda, realizarán las acciones para la informar al Consejo de la Judicatura sobre la determinación de la
población privada de libertad que se destine al pabellón previsto en esta resolución; así como, las acciones
interinstitucionales para actualizar los permisos de los establecimientos de salud.  
  
SEXTA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
SÉPTIMA.- La máxima autoridad del Centro de Privación de Libertad Tungurahua Nº 1 realizará las acciones
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necesarias tanto internas como interinstitucionales para la actualización de permisos de funcionamiento y de
bomberos; así como, las acciones para el mantenimiento y recargas de extintores. 
  
  

DISPOSICIÓN FINAL

  
ÚNICA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción sin perjuicio de la publicación en
el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los veinte y nueve días del mes de marzo de dos
mil veintiuno. 
 

 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Edmundo Enrique Moncayo J.
DIRECTOR GENERAL DEL SNAI 

mp/jl
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ORDENANZA MUNICIPAL No. 05-CMSMB-2021 
 

 
MOTIVACION 

San Miguel de los Bancos y su parroquia Mindo se han constituido en ciudad 
ecológica con un crecimiento poblacional asombroso, por lo que el GAD 
Municipal San Miguel de Los Bancos a puesto su contingente técnico y de 
planificación a cargo de la Dirección de Obras Públicas y de la Alcaldía, en el 
ordenamiento urbano y en la construcción de vías y viviendas planificadas para 
evitar un asentamiento fuera de la normativa y provocar un desorden urbano. 
Los proyectos de vivienda y de lotizaciones y/o urbanizaciones son necesarios 
por la necesidad de satisfacer la demanda que se ha hecho manifiesta en los 
Últimos años en esta zona. Eso ha repercutido en la ejecución de proyectos 
descontrolados y poco planificados, los cuales en muchas ocasiones no logran 
culminarse y por ende no completan los objetivos, traduciéndose en grandes 
pérdidas de dinero y de esfuerzos. El señor alcalde considera necesario un plan 
de proyecto de lotización municipal, que sirva para disminuir y predecir 
posibles circunstancias desfavorables que podrían alterar el sentido del 
ordenamiento territorial. 

En los últimos años ha existido un incremento exagerado en la población de San 
Miguel de los Bancos y la parroquia de Mindo y un desarrollo desorganizado 
dentro del marco de planificación urbana, promulgando un sin número de 
problemas sociales de asentamientos irregulares y desordenados. La única 
forma de combatir este fenómeno social es planificando desde la municipalidad, 
proyectos de vivienda de interés social o a bajo costo, adoptando soluciones 
drásticas y emergentes para la problemática de la escasez habitacional. La falta 
de vivienda detona problemas de desintegración familiar, altos costos en 
transporte para las familias, incrementos de delincuencia, etc., es por estas 
razones que se ha pensado en la creación de urbanizaciones municipales de 
interés social. 

En base a la necesidad extrema de adquirir un lote de terreno para poder 
implementar el PROYECTO DE LOTIZACION MUNICIPAL EN LA CABECERA 
CANTONAL Y EN LA PARROQUIA DE MINDO y mediante las premisas 
señaladas en este análisis. Amparado en los siguientes artículos de Ley: El Art. 
376 de la Constitución de la República del Ecuador de 2008, respalda a la 
expropiación de propiedades para realizar Planes de lotizaciones y/o 
urbanizaciones y Viviendas dignas para la comunidad. Los Art. 30, 264 (literales 
1, 2, 3), 375 (literales 1, 3, 5) de la Constitución de la República del Ecuador de 
2008, considera necesario trabajar para lograr el Buen Vivir de la población. El 
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización 
en los Art. 7; 28; 54; 55 garantiza realizar planes y programas de lotizaciones 
y/o urbanizaciones o viviendas dignas para la comunidad; Art.  147.- IBIDEM, 
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señala que: Ejercicio de la competencia de hábitat y vivienda. - “El Estado en 
todos los niveles de gobierno garantizará el derecho a un hábitat seguro y 
saludable y una vivienda adecuada y digna, con independencia de la situación 
social y económica de las familias y las personas”. 

En la socialización y encuesta realizada por la Jefatura de Relaciones Públicas 
y Participación ciudadana a los beneficiarios de los proyectos de las 
urbanizaciones municipales, donde la mayoría de los encuestados decidieron 
que el nombre de las urbanizaciones sean los siguientes: URBANIZACIÓN 
MUNICIPAL MARCO CALLE SAN MIGUEL DE LOS BANCOS y 
URBANIZACIÓN MUNICIPAL MARCO CALLE MINDO. 

 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 

Art. 240.- Los gobiernos autónomos descentralizados de las regiones, distritos 
metropolitanos, provincias y cantones tendrán facultades legislativas en el 
ámbito de sus competencias y jurisdicciones territoriales.  

El Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización. (COOTAD). 

 Art. 7.- Facultad normativa. - Para el pleno ejercicio de sus competencias y de 
las facultades que de manera concurrente podrán asumir, se reconoce a los 
consejos regionales y provinciales concejos metropolitanos y municipales, la 
capacidad para dictar normas de carácter general a través de ordenanzas, 
acuerdos y resoluciones, aplicables dentro de su circunscripción territorial. 

El ejercicio de esta facultad se circunscribirá al ámbito territorial y a las 
competencias de cada nivel de gobierno, y observará lo previsto en la 
Constitución y la Ley. 

Art. 57.- IBIDEM, respecto de las atribuciones del Concejo Municipal determina 
que le corresponde: “a) el ejercicio de la facultad normativa en las materias de 
competencia del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal, mediante la 
expedición de ordenanzas cantonales, acuerdos y resoluciones; d) Expedir 
acuerdos y resoluciones, en el ámbito de competencia del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal, para regular temas institucionales específicos o 
reconocer derechos particulares;”. 

 

EL CONCEJO MUNICIPAL  DEL GOBIERNO AUTÓNOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN SAN MIGUEL DE 
LOS BANCOS 
 

 



Martes 4 de mayo de 2021 Segundo Suplemento Nº 444 - Registro Oficial

38 P á g i n a  3 | 12 

 

Considerando 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 

Que, el Art. 30.- de la Constitución Política de la República, señala que: “Las 
personas tienen derecho a un hábitat seguro y saludable, y a una vivienda 
adecuada y digna, con independencia de su situación social y económica”;  

Que, el Art.  31.- IBIDEM, señala que: “Las personas tienen derecho al 
disfrute pleno de la ciudad y de sus espacios públicos, bajo los principios de 
sustentabilidad, justicia social, respeto a las diferentes culturas urbanas y 
equilibrio entre lo urbano y lo rural.  El ejercicio del derecho a la ciudad se 
basa en la gestión democrática de ésta, en la función social y ambiental de la 
propiedad y de la ciudad, y en el ejercicio pleno de la ciudadanía”. 

Que, el Art.  37.- IBIDEM, señala que: El Estado garantizará a las personas 
adultas mayores los siguientes derechos: (…) “7. El acceso a una vivienda que 
asegure una vida digna, con respeto a su opinión y consentimiento”; 

Que, el Art. 238 IBIDEM, señala que: “Los gobiernos autónomos 
descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa y financiera, 
y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, equidad 
interterritorial, integración y participación ciudadana. En ningún caso el 
ejercicio de la autonomía permitirá la secesión del territorio nacional”; 

Que, el Art. 264.- IBIDEM, señala que: Los gobiernos municipales tendrán 
las siguientes competencias exclusivas sin perjuicio de otras que determine la 
ley: 

1. Planificar el desarrollo cantonal y formular los correspondientes planes de 
ordenamiento territorial, de manera articulada con la planificación nacional, 
regional, provincial y parroquial, con el fin de regular el uso y la ocupación 
del suelo urbano y rural. 

2. Ejercer el control sobre el uso y ocupación del suelo en el cantón. 

3. Planificar, construir y mantener la vialidad urbana. (…)  

Que, el Art. 323.- IBIDEM, señala que: Con el objeto de ejecutar planes de 
desarrollo social, manejo sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, 
las instituciones del Estado, por razones de utilidad pública o interés social y 
nacional, podrán declarar la expropiación de bienes, previa justa valoración, 
indemnización y pago de conformidad con la ley.  

Que, el Art. 324.- IBIDEM, señala que: El Estado garantizará la igualdad de 
derechos y oportunidades de mujeres y hombres en el acceso a la propiedad y 
en la toma de decisiones para la administración de la sociedad conyugal. 
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Que, el Art.  375.- IBIDEM, señala que: El Estado, en todos sus niveles de 
gobierno, garantizará el derecho al hábitat y a la vivienda digna, para lo cual:  
1. Generará la información necesaria para el diseño de estrategias y 
programas que comprendan las relaciones entre vivienda, servicios, espacio y 
transporte públicos, equipamiento y gestión del suelourbano.2. Mantendrá 
un catastro nacional integrado georreferenciado, de hábitat y vivienda.3. 
Elaborará, implementará y evaluará políticas, planes y programas de hábitat 
y de acceso universal a la vivienda, a partir de los principios de universalidad, 
equidad e interculturalidad, con enfoque en la gestión de riesgos. (...)  

Que, el Art. 376.- IBIDEM, señala que: Para hacer efectivo el derecho a la 
vivienda, al hábitat y a la conservación del ambiente, las municipalidades 
podrán expropiar, reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro, de 
acuerdo con la ley. Se prohíbe la obtención de beneficios a partir de prácticas 
especulativas sobre el uso del suelo, en particular por el cambio de uso, de 
rústico a urbano o de público a privado. 

 

CÓDIGO ORGÁNICO DE ORGANIZACIÓN TERRITORIAL, 
AUTONOMÍA Y DESCENTRALIZACIÓN. (COOTAD). 

Que, el Art. 7.- del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía 
y Descentralización, en el primer inciso señala sobre la Facultad normativa.-  
Para el pleno ejercicio de sus competencias y de las facultades que de manera  
concurrente  podrán  asumir,  se  reconoce  a  los  consejos  regionales  y  
provinciales  concejos metropolitanos  y  municipales,  la  capacidad  para  
dictar  normas  de  carácter  general  a  través  de ordenanzas, acuerdos y 
resoluciones, aplicables dentro de su circunscripción territorial. El ejercicio 
de esta facultad se circunscribirá al ámbito territorial y a las competencias de 
cada nivel de gobierno, y observará lo previsto en la Constitución y la Ley. 

Que, el literal a) del artículo 54 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización, señala como función de los 
gobiernos autónomos descentralizados: Funciones.- Son funciones del 
gobierno autónomo descentralizado municipal las siguientes: a)  Promover  
el  desarrollo  sustentable  de  su  circunscripción  territorial  cantonal,  para  
garantizar  la realización del buen vivir a través de la implementación de 
políticas públicas cantonales, en el marco de sus competencias 
constitucionales y legales; (…) b) ibídem, establece como función de los 
gobiernos autónomos descentralizados: “Diseñar e implementar políticas de 
promoción y construcción de equidad e inclusión en su territorio, en el marco 
de sus competencias constitucionales y legales; (…) i) Implementar el 
derecho al hábitat y a la vivienda y desarrollar planes y programas de 
vivienda de interés social en el territorio cantonal; (…) o) Regular y controlar 
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las construcciones en la circunscripción cantonal, con especial atención a las 
normas de control y prevención de riesgos y desastres; 

Que, el Art. 55.- IBIDEM, señala que: Competencias exclusivas del gobierno 
autónomo descentralizado municipal.- Los gobiernos autónomos   
descentralizados   municipales   tendrán   las   siguientes   competencias   
exclusivas   sin perjuicio de otras que determine la ley; a)  Planificar,  junto  
con  otras  instituciones  del  sector  público  y  actores  de  la  sociedad,  el  
desarrollo cantonal  y  formular  los  correspondientes  planes  de  
ordenamiento  territorial,  de  manera  articulada con  la  planificación  
nacional,  regional,  provincial  y  parroquial,  con  el  fin  de  regular  el  uso  
y  la ocupación del suelo urbano y rural, en el marco de la interculturalidad y 
plurinacionalidad y el respeto a la diversidad) Ejercer el control sobre el uso 
y ocupación del suelo en el cantón) Planificar, construir y mantener la 
vialidad urbana; 

Que, el Art.  147.- IBIDEM, señala que: Ejercicio de la competencia de 
hábitat y vivienda. -  El Estado en todos los niveles de gobierno garantizará el 
derecho a un hábitat seguro y saludable y una vivienda adecuada y digna, con 
independencia de la situación social y económica de las familias y las 
personas. 

El gobierno central a través del ministerio responsable dictará las políticas 
nacionales para garantizar el  acceso  universal  a  este  derecho  y  
mantendrá,  en  coordinación  con  los  gobiernos  autónomos 
descentralizados municipales, un catastro nacional integrado 
georreferenciado de hábitat y vivienda, como información necesaria para que 
todos los niveles de gobierno diseñen estrategias y programas que  integren  
las  relaciones  entre  vivienda,  servicios,  espacio  y  transporte  públicos,  
equipamiento, gestión  del  suelo  y  de  riegos,  a  partir  de  los  principios  
de  universalidad,  equidad,  solidaridad  e interculturalidad.  

Los planes y programas desarrollarán además proyectos de financiamiento 
para vivienda de interés social y mejoramiento de la vivienda precaria, a 
través de la banca pública y de las instituciones de finanzas populares, con 
énfasis para las personas de escasos recursos económicos y las mujeres jefas 
de hogar. 

En ejercicio de las atribuciones antes señaladas: 

 

Expide la: 
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ORDENANZA PARA LA POSTULACIÓN, CALIFICACIÓN Y 
ADJUDICACIÓN DE LOTES DE TERRENO URBANIZACIONES 
MUNICIPALES DEL CANTÓN SAN MIGUEL DE LOS BANCOS. 

 

ARTÍCULO 1.- OBJETO. - El objeto de la presente Ordenanza es 
reglamentar y regular el proceso de selección y adjudicación de lotes de terreno 
comprendidos dentro de las lotizaciones y/o urbanizaciones municipales del 
cantón San Miguel de los Bancos. 

ARTÍCULO 2.- ÁMBITO DE APLICACIÓN. – En las Lotizaciones y/o 
urbanizaciones municipales del cantón San Miguel de los Bancos. 

ARTÍCULO 3.- Podrán participar en el proceso de selección, calificación y 
sorteo de lotes en las lotizaciones y/o urbanizaciones Municipales, las 
personas que cumplan con los siguientes requisitos: 

1. Presentar solicitud escrita al alcalde o alcaldesa del Cantón, en el que 
manifiesten su deseo de acceder a la compra de un terreno. 

2. Copia de Cedula y Papeleta de votación a color del postulante.  

3. Ser mayor de edad. 

4. Ser de nacionalidad ecuatoriana. 

5.-Residir y/o haber residido dentro de la circunscripción territorial del 
cantón San Miguel de Los Bancos, por un tiempo mínimo de tres años. 

6. Haber contestado a la entrevista personal realizada por la Dirección de 
Desarrollo Social y Económico. 

7. Haberse inscrito y haber llenado la ficha de postulación. 

8. No ser beneficiario de lotizaciones y/o urbanizaciones municipales 
anteriores. 

9. Haber depositado la cantidad de quinientos dólares americanos (500 USD) 
en la cuenta de del GADM San Miguel de los Bancos, como requisito previo 
para postularse, una vez declarado como beneficiario cancelar la cantidad de 
quinientos dólares americanos (500 USD). En caso de no ser beneficiario se 
devolverá el dinero abonado. 

10. Que en las últimas elecciones haya sufragado en la jurisdicción del cantón 
San Miguel de los Bancos y / o que presente certificado de cambio de 
domicilio. (Obligatorio para las personas entre 18 y 65 años de edad) 

11. Las demás obligaciones establecidas en la presente ordenanza. 
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ARTÍCULO 4.- El espíritu del proceso de calificación será el de dotar de un 
lote de terreno a las personas que no posean vivienda en la Cabecera 
Cantonal, parroquia de Mindo o algún recinto que realice una lotización 
municipal, que demuestre garantizar el pago del terreno y que residan en el 
cantón San Miguel de Los Bancos. 

ARTÍCULO 5.- Para la asignación de un lote de terreno, se definirá uno por 
núcleo familiar. 

ARTÍCULO 6.- Las personas que hayan sido calificadas participarán en 
sorteo público de lotes a fin de determinar la ubicación de cada uno de ellos 
dentro de la lotización y/o urbanización. 

ARTÍCULO 7.- Las personas que no cumplan con los requisitos previstos, 
perderán su condición de favorecidos, y esos terrenos se entregarán a otros 
participantes, en el orden de prelación de acuerdo al puntaje. 

ARTÍCULO 8.- Para la calificación de los postulantes a la lotización y/o 
urbanización municipal se creará una comisión especial conformada por las 
siguientes personas: El señor Alcalde o Alcaldesa o su Delegado, Director de 
Obras Públicas, Asesor Legal, Director de Desarrollo Social y Económico, 
Jefatura de Relaciones Públicas y Participación ciudadana, y los Concejales. 
Comisión que será presidida por señor Alcalde o Alcaldesa o su Delegado y el 
Secretario será el representante de la Dirección de Desarrollo Social y 
Económico. 

ARTÍCULO 9.- El valor de cada terreno será fijado por la Jefatura de 
avalúos y catastros, previo informe de la Dirección de Obras Públicas.  

ARTÍCULO 10.- Considerando que es un proyecto de tipo social, la forma 
de pago será la siguiente: 

Una cuota inicial de MIL DOLARES AMERICANOS. 

Una cuota mensual a fijarse de forma técnica por un máximo de veinte y 
cuatro meses plazo, cuyo pago deberá ser de manera puntual dentro de los 
diez primeros días de cada mes, luego de lo cual se establece el plazo de diez 
días del mes siguiente para pagar el vencimiento; a partir del plazo señalado 
para el pago de la cuota, cada día de retraso será pagado con los intereses que 
por ley correspondan. Se ampliará el plazo de pago únicamente con informe 
social favorable emitido por la Dirección de Desarrollo Social y Económico. 

Para cada uno de los pagos se emitirá el correspondiente título de crédito, 
con el valor de los servicios administrativos que se establezcan a la fecha, 
cuyos valores serán recaudados en la Tesorería Municipal. 
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ARTÍCULO 11.- Cada uno de los beneficiarios suscribirá una promesa de 
compraventa de mutuo acuerdo con la Municipalidad, en el que constarán las 
obligaciones de las partes. Para el efecto la Dirección de Procuraduría Síndica 
realizara las promesas de compraventa. 

ARTÍCULO 12.- Una vez emitida la calificación como beneficiarios de los 
lotes de terreno, la Dirección de Desarrollo Social y Económico a través de la 
Jefatura de Relaciones Públicas, remitirá a Dirección Financiera la 
información para el registro de los beneficiarios y la emisión de títulos de 
crédito para su respectiva recaudación y en caso de incumplimiento se 
realizará por vía coactiva conforme a la ley. 

ARTÍCULO 13.- Para efectos de legalización de los terrenos, los 
beneficiarios de la Lotización y/o urbanización Municipal, deberán presentar 
en la Dirección de Procuraduría Sindica, los siguientes documentos, 
actualizados: 

1. Copia de cédula y papeleta de votación a color del beneficiario y 
cónyuge.  

2. Certificado del pago de la totalidad del valor del terreno emitido por la 
Dirección Financiera. 

3. Copia pago impuesto predial actual. 
4. Certificado de no adeudar al Municipio. 
5. Pago de derecho de minuta. 
6. Pago de servicio administrativo. 
7. Línea de fábrica.  
8. Certificado de gravamen del Registro de la Propiedad. 

 
ARTÍCULO 14.- En caso de incumplimiento se revertirá a favor de la 
Municipalidad, el terreno asignado de conformidad con el artículo seis de la 
presente ordenanza y no dará lugar a reclamo alguno por parte del 
beneficiario o a la devolución del dinero consignado o de las mejoras en el 
terreno de propiedad municipal, por cualquiera de las siguientes causas: 

1. En caso de incumplimiento de las obligaciones individuales legalmente 
previstas en la promesa de compraventa y compromiso de pago suscrito con 
la Municipalidad. 

2. Falta de presentación de documentos en los plazos establecidos por la 
Municipalidad. 

3. Incumplimiento en el pago de más de cuatro cuotas mensuales 
consecutivas. 

4. En caso de abandono, falta de pago de impuestos municipales y no 
constituir la posesión del terreno en el plazo de 12 meses.   
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5. No se aceptará por ningún concepto cesiones de derechos posesorios a 
favor de terceros. 

ARTÍCULO 15.- Del conocimiento, seguimiento y ejecución de la presente 
ordenanza, se encargará la Dirección de Desarrollo Social y Económico a 
través de la Jefatura de Relaciones Públicas y las otras dependencias de la 
Municipalidad, en cada ámbito de su aplicación. 

ARTÍCULO 16.- El/la beneficiario/a de la lotización y/o urbanización 
municipal, para poder construir en el lote deberá obtener el permiso de 
construcción de parte de la Municipalidad, cuya edificación deberá sujetarse 
a las regulaciones y especificaciones establecidas por la Dirección de Obras 
Públicas del GADM-SMB. 

ARTÍCULO 17.- Si se presentan casos de venta de posesión de los terrenos 
de forma clandestina e ilegal por parte de los beneficiarios/as de la lotización 
y/o urbanización municipal con otras personas, cuya situación se compruebe 
de forma física y documentada, perderán automáticamente su condición de 
beneficiario/a de la lotización, así como perderán los valores acreditados en 
la Municipalidad por concepto de la adquisición de los terrenos, cuyos 
predios serán asignados a los/las postulantes que hayan cumplido con los 
requisitos de postulación en orden de prelación y de acuerdo al análisis social 
efectuado por la Dirección de Desarrollo Social y Económico; Salvo en los 
casos que tengan cancelados la totalidad del valor del terreno. 

ARTÍCULO 18.- EXCLUSIONES: quedaran excluidos para ser 
beneficiarios del proceso de lotización y/o urbanizaciones las siguientes 
personas. 

1. Quienes hayan sido beneficiarios de lotizaciones y/o urbanizaciones 
municipales anteriores. 

2. Quienes hayan tenido alguna adjudicación por parte del Gobierno 
Autónomo Descentralizado de San Miguel de los Bancos. 

3. Quienes no cumplan con los requisitos establecidos en esta ordenanza. 

4. Quienes no registren su domicilio dentro de la jurisdicción de San 
Miguel de los Bancos. A excepción de quienes hayan residido por más 
de tres años en este cantón y que lo justifiquen documentadamente.  

5. Quienes adeuden al Gobierno Autónomo Descentralizado de San 
Miguel de los Bancos. 

ARTÍCULO 19.- Cada beneficiario tramitará su escritura individual de 
forma personal o con poder debidamente notariado y cumplirá con los pagos 
que demande la legalización de los documentos; el Municipio se encargará de 
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elaborar la minuta a costas del beneficiario y suscribir las escrituras una vez 
que el beneficiario haya pagado el valor total del terreno y demás haberes. 
Para la legalización del terreno no se aceptará venta de derechos posesorios.  

ARTÍCULO 20.- En la escritura individual se hará constar una cláusula que 
prohíba su enajenación en los próximos tres (3) años a partir de la 
inscripción en el Registro de la Propiedad, con el propósito de prohibir el 
tráfico de terrenos.  

ARTÍCULO 21.- En caso de existir el acuerdo de dos beneficiarios para 
realizar permuta de los lotes de terreno a ellos asignados, se tomará en 
consideración la petición únicamente cuando tengan cancelado la totalidad 
del valor del lote de terreno. 

ARTÍCULO 22.- Todo cuanto no se encuentre contemplado en la presente 
Ordenanza, estará sujeto a lo dispuesto en las demás leyes y normativas 
conexas que sean aplicables para el efecto y que no se contrapongan a la 
misma. 

 

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA. – De conformidad a la socialización y encuesta realizada los 
beneficiarios asistentes han decidido que el nombre de las urbanizaciones 
sean los siguientes: URBANIZACIÓN MUNICIPAL MARCO CALLE SAN 
MIGUEL DE LOS BANCOS y URBANIZACIÓN MUNICIPAL MARCO CALLE 
MINDO. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. - La cuota inicial depositada en la cuenta de GAD Municipal de 
San Miguel de los Bancos, por el postulante que resultó favorecido en la 
calificación y posterior asignación de lote de terreno en la Urbanización 
Municipal de acuerdo con lo que señala el artículo 3, numeral 9 de la 
presente ordenanza, será transferido a la Municipalidad, para lo cual, 
Dirección Financiera emitirá los respectivos títulos de crédito. 

SEGUNDA. - Todos los beneficiarios podrán pagar al contado o por cuotas 
el valor del terreno. 

TERCERA. - La presente ordenanza entra en vigencia a partir de su 
publicación en el Registro oficial. 

Dado y firmado en la sala de sesiones del Concejo del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del Cantón San Miguel de los Bancos, a los 12 días 
del mes de abril del año 2021. 
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         Ab. Marco Calle Ávila                    Dr. Homero Sarango C 
     ALCALDE DEL CANTÓN    SECRETARIO GENERAL 
SAN MIGUEL DE LOS BANCOS 

 
 
 

CERTIFICADO DE DISCUSIÓN 
CERTIFICO. - Que la presente “ORDENANZA PARA LA 
POSTULACIÓN, CALIFICACIÓN Y ADJUDICACIÓN DE LOTES DE 
TERRENO URBANIZACIONES MUNICIPALES DEL CANTÓN SAN 
MIGUEL DE LOS BANCOS.”, fue conocida y aprobada en dos debates por el 
Concejo Municipal del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del 
Cantón San Miguel de los Bancos, realizados en: Sesión Ordinaria No. 12-SG-
CMSMB-2021, del 08 de abril del 2021, y en Sesión Extraordinaria No. 02-SG-
CMSMB-2021, del 12 de abril del 2021, - LO CERTIFICO. - 
 
 
 

 
 
 
 

Dr. Homero Sarango C. 
SECRETARIO DEL CONCEJO MUNICIPAL 

 
 
 

SANCIÓN EJECUTIVA 
 

ALCALDIA DEL CANTÓN SAN MIGUEL DE LOS BANCOS.- De 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 322 y 324 del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y descentralización, habiéndose observado 
el trámite legal y por cuanto la presente ordenanza, está de acuerdo con la 
Constitución y las Leyes de la República del Ecuador, SANCIONO, 
favorablemente la “ORDENANZA PARA LA POSTULACIÓN, 
CALIFICACIÓN Y ADJUDICACIÓN DE LOTES DE TERRENO 
URBANIZACIONES MUNICIPALES DEL CANTÓN SAN MIGUEL 
DE LOS BANCOS”, y ordeno su promulgación a través de su publicación en la 
Gaceta Oficial Municipal del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal, 
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sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.- San Miguel de los Bancos, 
13 de abril del 2021, .- EJECÚTESE.- 
 
 
 
 
 
 
 

Abg. Marco Calle Ávila 
ALCALDE DEL CANTÓN 

SAN MIGUEL DE LOS BANCOS 
 
 
 

CERTIFICADO DE SANCIÓN. - Proveyó y firmo la presente Ordenanza, el 
Ab. Marco Miguel Calle Ávila, Alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado 
del Cantón San Miguel de los Bancos, el 13 de abril del 2021,- LO 
CERTIFICO.- 
 
 
 
 
 
 
 
            

Dr. Homero Sarango C. 
SECRETARIO DEL CONCEJO MUNICIPAL 
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